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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 4 de junio 
de 2026, con asistencia de los 
miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera y 
ponente 
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 

DICTAMEN 192/2026 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 7 de mayo de 2026 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
D. yyy1, debido a los daños y perjuicios ocasionados por el incendio forestal 
originado en el municipio de xxx1 el 17 de julio de 2022.  

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 14 de mayo de 2026, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 192/2026, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal y como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
a la consejera Sr. Ares González.  

 
Primero.- El 17 de julio de 2023 D. yyy2, en nombre y representación 

de D. yyy1, presenta una reclamación de responsabilidad patrimonial ante la 
Administración autonómica, por los daños ocasionados a diversos árboles, 
plantas, vallado, así como a una manguera de riego, una persiana de caseta y 
leña de su propiedad, por un incendio forestal declarado el 17 de julio de 2022, 
que se inició en xxx1 y que se extendió a otros municipios de la zona.  

 
El reclamante refiere que es propietario de la parcela n.º 76 del PO 501 

situada en el término municipal de xxx2. 
 
Solicita una indemnización total de 6.728,11 euros, con el desglose que 

detalla por los conceptos de daño emergente en arbolado, vallado y materiales 
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de riego y de lucro cesante por la pérdida de producción de diversas plantaciones 
en el año 2022. 

 
Consideran responsable a la Administración autonómica por su 

inactividad para la extinción del incendio. Dicha inactividad se traduciría en una 
culpa in vigilando de la administración competente en materia de prevención 
y extinción de incendios por falta de dirección técnica operativa útil, falta de 
planificación de prevención de riesgos ante las elevadas temperaturas con 
previsión de tormentas y rayos, falta medios de extinción personales y 
mecánicos para labores de extinción o ausencia de equipos para la realización 
de cortafuegos 

 
Hace referencia igualmente a la responsabilidad de distintos empleados 

y cargos públicos de la Administración autonómica, derivada de sus funciones 
relacionadas con la prevención y extinción del incendio causante de los daños.  

 
Aporta junto con la reclamación la documentación acreditativa de la 

representación y copia del DNI.  
 
Segundo.- Mediante resolución de 14 de octubre de 2024 de la 

Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en xxx3, se admite a 
trámite la reclamación y se nombra instructor del procedimiento. 

 
El 22 de octubre el instructor acuerda abrir un período de prueba, se 

pronuncia sobre la admisión de las pruebas documentales y testificales 
propuestas en la reclamación, y solicita al reclamante la aportación de diversas 
pruebas que obrarían en su poder.  

 
Tercero.- El 21 de enero de 2025, la Sección de Incendios Forestales 

del Servicio Territorial de Medio Ambiente de xxx3 emite informe al respecto.  
 
En dicho informe se recoge lo siguiente:  
 

“De acuerdo con los datos que obran en ese servicio y con el 
informe emitido por la Dirección General de Patrimonio Natural y Política 
Forestal, cuya copia completa se adjunta, en los últimos cinco años la 
Administración ha realizado numerosas inversiones en la zona en diferentes 
conceptos en la zona afectada por el incendio: 

 
»- Con cargo cuadrillas de tratamientos selvícolas y otras medidas 

de prevención de incendios forestales se ha invertido un total de 5.467.341 €, 



 

3 
 

de los cuales 485.848,03 han sido concretamente en el término municipal de 
xxx2, realizando desbroces, clareas de coníferas, podas, señalamientos y 
limpieza y mantenimiento de pistas forestales. 

 
»- Con cargo al Plan de Desarrollo Rural en la línea de FEADER 

destinadas a la prevención de daños en los bosques S03.992,97 €. Y en la misma 
línea en la modalidad de mejora de terrenos forestales con vocación 
silvopastoral un total de 756.023,91 €, de los cuales 79.361,84 fueron invertidos 
en el término municipal de xxx2 en una extensión de 88,59 ha. 

 
»- Se han realizado subastas de madera en los montes públicos y 

tramitado 329 expedientes de aprovechamientos maderables y leñosos en el 
término municipal de xxx2 en montes en régimen privado. 

 
»El análisis del riesgo existente desde comienzos del mes de 

junio motivó la activación de la Época de Peligro Medio del día 3 al día 6 y de 
nuevo a partir del día 10 de forma continuada hasta la Época de Peligro Alto. 
Esta declaración facilitó la activación de muchos medios que en un año normal 
no están disponibles en esta época, así como la designación de técnicos y 
agentes medioambientales de guardia en todas las provincias de la comunidad”. 

 
Por otra parte, se establecen las siguientes conclusiones: 
 

“• El operativo contra incendios forestales de la Comunidad de 
Castilla y León cuenta con una amplia y dilatada experiencia en la lucha contra 
el fuego, dada su convivencia histórica con estos sucesos, siendo una de las 
comunidades donde más incendios forestales y actuaciones de extinción se 
producen año tras año.  

 
»• Los grandes incendios forestales (GIF) han sido periódicos en 

CyL, representando únicamente el 1% del total, lo que habla de la eficacia de 
este operativo y la confluencia de condiciones extraordinarias recurrentes que 
hacen incontrolables estos incendios en las primeras fases de la extinción, 
agravándose en extremo en el caso de los denominados `mega´ incendios.  

 
»• La situación meteorológica extrema causante del inicio del 

incendio objeto del presente análisis fue del todo impredecible, excediendo 
todas las previsiones existentes y provocando una simultaneidad de incendios 
por rayo en la Sierra ccc1 imposible de prever.  
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»• Estas condiciones meteorológicas extremas habidas durante 
el incendio, junto con las condiciones topográficas y de combustible y la 
aparición de varios focos de fuego simultáneos, provocaron la formación de 
un gigantesco incendio imposible de abordar y controlar para los medios de 
extinción, existiendo desde el inicio un gran riesgo para un operativo que vivió 
varias situaciones de peligro al límite del protocolo de seguridad OACEL 
priorizando la protección de las poblaciones y vidas humanas amenazadas.  

 
»• Esta simultaneidad de incendios sobre la extensa superficie 

forestal afectada, la cual por sí sola habría sido suficiente para la formación de 
uno o varios grandes incendios forestales (GIF), no había tenido precedentes 
en cuanto a episodios de rayo habidos históricamente en la Sierra ccc1.  

 
»• Desde la detección del primer aviso de incendio por rayo en 

el CPM de xxx3 se aplican los protocolos INFOCAL y de despacho inicial 
indicados para situaciones meteorológicas de este tipo, según el plan operativo 
establecido, desplazándose medios de extinción de inmediato que acceden y 
actúan rápidamente y declarándose el `Nivel 2´ de gravedad durante la 
madrugada del día 16 de junio, pocas horas después de su inicio.  

 
»• Debido a esta simultaneidad y al resto de factores ya 

explicados característicos de los incendios extremos de esta naturaleza, el 
incendio aparecido el 15 de junio de 2022 en la Sierra ccc1, clasificado como 
`mega´ incendio, estuvo fuera de la capacidad de extinción desde el momento 
de su inicio hasta el día 18 de junio de 2022, por lo que fue imposible de 
controlar a pesar del mayor dispositivo de extinción desplegado en la historia 
de Castilla y León.  

 
»• Desde el punto de vista técnico y del comportamiento del 

fuego, estos denominados ̀ mega´ incendios son incontrolables para cualquier 
tipo de operativo, tanto en España como en el resto de países donde ocurren, 
comprobándose cada vez con más frecuencia la aparición de fuegos 
devastadores por todo el mundo como los ocurridos año tras año en California, 
Yellowstone o Australia, y más recientemente en los países mediterráneos, 
Sudamérica o Canadá.  

 
»• Se puede afirmar con rotundidad, por tanto, que la única causa 

responsable del inicio y desenlace final del incendio estudiado es la situación 
extrema atmosférica, provocando el inicio del fuego como consecuencia de la 
ignición de multitud de rayos, primero, y evolucionando con una intensidad y 
propagación nuca vistas hasta ahora, después.  
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»• No obstante, el presente incendio no sólo cumple todas las 

condiciones para su consideración de `mega´ incendio, sino que presenta 
factores sumamente agravantes, si cabe, para imposibilitar su control, como 
es el inicio de varios focos simultáneos en el interior de una extensa y continua 
masa forestal arbolada al borde del ocaso.  

 
»• Se ha demostrado, con la casuística y análisis de este y el 

resto de `mega´ incendios analizados, que su comportamiento hace imposible 
su control en las fases álgidas de su evolución, anulando la operatividad del 
dispositivo y relegándolo a la protección de vidas humanas como función 
prioritaria una vez que la extinción queda en un segundo plano, la cual se logró 
en situación límite de los protocolos de seguridad y de la integridad de sus 
componentes.  

 
»• Dado su valor ecológico, económico y forestal, la ̀ Sierra ccc1´ 

ha sido objeto de ininterrumpidos trabajos y actuaciones preventivas desde 
hace varias décadas, como la apertura de accesos, áreas y fajas cortafuegos 
y trabajos selvícolas de todo tipo, las cuales han dotado a sus masas forestales 
de una diversidad y estructura consolidada y resistente a los incendios 
forestales sufridos, entre ellos numerosos por rayo, solamente superadas por 
un siniestro como el presente, con una intensidad y capacidad destructiva 
inabordable muy superior a cualquier barrera física o estrategia de extinción 
posible.  

 
»• De cualquier modo, en ningún caso se puede achacar a la 

administración forestal la responsabilidad sobre los daños ocasionados por un 
incendio sea cual sea su naturaleza, puesto que no sólo se encarga de prevenir 
por todos los medios que estos fuegos no se produzcan, sino que una vez 
iniciados afronta su extinción como cualquier otro `servicio de emergencia´ 
ante un suceso totalmente impredecible y ajeno a la misma, del que la Junta 
de Castilla y León no es en absoluto causante, como se tiende en ocasiones a 
confundir o difamar, sino valedora de que sus efectos y consecuencias sean 
los mínimos posibles con todos los medios y capacidades de los que disponen 
ante una descomunal emergencia de la que es la primera y más damnificada.  

 
»• Lamentablemente, estos catastróficos `mega´ incendios están 

en aumento, tanto en cuanto se mantenga la tendencia del cambio climático 
y los fenómenos meteorológicos extremadamente anómalos y adversos 
asociados, por lo que todo indica que se repetirán cada vez con mayor frecuencia 
y gravedad en nuestro territorio regional y peninsular, poniendo en riesgo 
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extremo nuestro patrimonio natural y forestal y acelerando vertiginosamente 
la desertización. Claro ejemplo son los incendios que han asolado los países 
mediterráneos durante el final del presente mes de julio de 2023, asociados a 
una ola de calor extrema y la ausencia de lluvias. (…)”. 

 
A este informe se adjuntan los siguientes documentos:  
 

 Resolución de 9 de junio de 2022 del director general de 
Patrimonio Natural y Política Forestal por la que se declara época de peligro 
medio, se autoriza la activación de medios del operativo de incendios en 
Castilla y León 10 al 30 de junio de 2022 y se suspenden las autorizaciones y 
comunicaciones de quema de vegetación y restos vegetales. 

 
 Resoluciones de 15, 17 de junio y 17 de agosto de 2022 del 

director general de Patrimonio Natural y Política Forestal que autorizan la 
incorporación de diversos medios del operativo de incendios en la provincia de 
xxx3. 

 
 Informe de medidas preventivas en la zona afectada por el 

incendio, emitido por la Dirección General de Patrimonio Natural y Política 
Forestal. 

  
 Informe técnico de investigación sobre la causa y el 

comportamiento del fuego del incendio de 3 de agosto de 2023, de la Brigada 
de Investigación de Incendios Forestales de Castilla y León, que recoge entre 
sus conclusiones la siguiente: “en ningún caso se puede achacar a la 
administración forestal la responsabilidad sobre los daños ocasionados por un 
incendio sea cual sea su naturaleza, puesto que no sólo se encarga de prevenir 
por todos los medios que estos fuegos no se produzcan con los medios y 
recursos a su alcance, sino que una vez iniciados afronta su extinción como 
cualquier otro `servicio de emergencia´ ante un suceso totalmente 
impredecible y ajeno a la misma, del que la Junta de Castilla y León no es en 
absoluto causante, como se tiende en ocasiones a confundir o difamar, sino 
valedora de que sus efectos y consecuencias sean los mínimos posibles con 
todos los medios y capacidades de los que dispone”. 

 
 Decreto de la Fiscalía de la Comunidad Autónoma de 22 de 

diciembre de 2022 por el que se archivan las diligencias de investigación penal 
8/2022 por considerar que “en los hechos denunciados no se aprecian datos 
suficientes para estimar la existencia de infracción penal”. 
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 Decreto de la Fiscalía de la Comunidad Autónoma de 10 de 
marzo de 2023 por el que se archivan las diligencias de investigación 16/2022 
“por estimar que en los hechos denunciados no se aprecian datos suficientes 
para estimar la existencia de infracción penal”. 

 
 Informe preliminar del Centro de Defensa contra el Fuego. 
 

Cuarto.- El 25 de noviembre de 2024 el reclamante aporta 
identificación de las parcelas Sig-pag donde se produjeron los daños, 
declaración testifical de D. yyy2, fotografías de los bienes afectados, 
documentación acreditativa de la titularidad de parcelas y arbolado y derechos 
civiles con factura de daños materiales, así como informe pericial de valoración 
de daños de 1 de julio de 2023 (que eleva los daños a 6.921,46 euros). 

 
Asimismo, solicita que por el instructor se requiera a la Guardia Civil el 

Atestado completo de “xxx4 y xxx5, instruido por incendio de fecha 
17/07/2022 origen en xxx1”. 

 
Señala literalmente que “Se aportarán directamente y en dependencias 

de esa administración mediante entrega física al instructor de este expediente 
de CD con los documentos que aquí se citan”. 
 

Quinto.- El 23 de enero de 2025 se concede trámite de audiencia al 
reclamante, que presenta alegaciones el 25 de febrero, en las que reitera la 
pretensión y discrepa de los informes técnicos incorporados al expediente.  

 
Sexto.- El 17 de febrero de 2025 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación, al apreciar la existencia de fuerza mayor. 
 
Séptimo.- La Asesoría Jurídica informa favorablemente la propuesta 

de resolución el 20 de febrero inmediato siguiente. 
 
Octavo.- Solicitado el preceptivo dictamen de este Consejo, el 29 de 

diciembre de 2025 se emite el Dictamen 137/2025, en el que se concluye que 
no procede analizar el fondo del asunto, al llegar la propuesta de resolución a 
“una serie de conclusiones con base en unos informes que se refieren a un 
incendio y a unas circunstancias distintas de las indicadas por el reclamante 
en su solicitud”, en concreto al incendio originado el día 15 de junio de 2022 
entre las localidades de xxx6 y xxx7. 
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Noveno.- Aportada la documentación correspondiente al incendio de 
17 de julio de 2022, se dio traslado de la misma al reclamante, que ha 
presentado alegaciones el 16 de marzo de 2026, en las que básicamente se 
afirma y ratifica en su reclamación. 

 
Décimo.- El 19 de marzo de 2026 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación. 
 
Undécimo.- El 13 de abril de 2026 la Asesoría Jurídica emite informe 

favorable sobre la propuesta. 
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León. Corresponde a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.g) del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC). 

 
No obstante, se incumple el plazo máximo de resolución y notificación 

establecido en su artículo 91.3, lo que no elimina la obligación de dictar 
resolución expresa conforme a lo dispuesto en el artículo 21.1 de la LPAC. En 
particular, llama la atención el dilatadísimo lapso temporal que media entre la 
presentación de la reclamación (17 de julio de 2023) y su admisión a trámite 
(14 de octubre de 2024), plazo durante el cual no se ha verificado ninguna 
actuación por parte de la Administración. Tal dilación ha de considerarse como 
una vulneración por parte de la Administración del artículo 12.b) del Estatuto 
de Autonomía de Castilla y León, que consagra el derecho de los ciudadanos 
a la resolución de los asuntos que les conciernan en un plazo razonable; e 
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igualmente contraría los principios de buena administración y el de control del 
gasto público ligado a la consecución de los objetivos de estabilidad 
presupuestaria, considerado el incremento que ha de conllevar 
necesariamente la cantidad que como indemnización se vaya a conceder a la 
reclamante, en su caso, mediante la oportuna resolución. 

 
A este respecto, debe tenerse presente que los titulares de las unidades 

administrativas y el personal al servicio de las Administraciones Públicas que 
tuviesen a su cargo la resolución o el despacho de los asuntos, serán 
responsables directos de su tramitación y adoptarán las medidas oportunas 
para remover los obstáculos que impidan, dificulten o retrasen el ejercicio 
pleno de los derechos de los interesados o el respeto a sus intereses legítimos, 
disponiendo lo necesario para evitar y eliminar toda anormalidad en la 
tramitación de procedimientos; y que los términos y plazos establecidos en 
esta u otras leyes obligan a las autoridades y personal al servicio de las 
Administraciones Públicas competentes para la tramitación de los asuntos, así 
como a los interesados en los mismos. Ello en virtud de lo dispuesto en los 
artículos 20.1 y 29 de la LPAC. 

 
3ª.- Concurren en el reclamante los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la LPAC y se ha acreditado la representación en los 
términos en ella previstos.  

 
 La competencia para resolver la presente reclamación corresponde al 
delegado territorial de la Junta de Castilla y León en xxx3, en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 92 de la LPAC y en el artículo 16 del Decreto 30/2021, 
de 4 de noviembre, por el que se desconcentran competencias en el titular de 
la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en los titulares de sus órganos 
directivos centrales y en los de las Delegaciones Territoriales de la Junta de 
Castilla y León. 
 

La reclamación se ha presentado en tiempo hábil, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 67.1 de la LPAC. Así el incendio que ocasionó los daños 
se originó el día 17 de julio de 2022, mientras que la reclamación se interpuso 
el 17 de julio de 2023, dentro del plazo temporal de un año que fija aquel. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia constitucional a la ley 
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debe entenderse hecha a los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, a los que se remite, de 
forma genérica, el artículo 81 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y 
de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada doctrina 

del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado en 
relación con una persona o grupo de personas; b) antijuridicidad del daño, en 
el sentido de que la persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de 
soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la Administración de la 
actividad dañosa, es decir, la integración del agente en el marco de la 
organización administrativa a la que pertenece o la titularidad pública del 
servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el daño; d) relación de 
causalidad entre la actividad administrativa y el resultado dañoso, esto es, que 
el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio 
público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se exige que la reclamación 
se presente antes de que transcurra un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre un expediente de 

responsabilidad patrimonial por los daños ocasionados por un incendio originado 
en el término municipal de xxx1, el 17 de julio de 2022, que se imputan 
principalmente a la inactividad de la Administración autonómica en su 
prevención y en el empleo de los medios necesarios para su extinción. 

 
En los supuestos de inactividad, la imputabilidad del daño a la 

Administración se construye en torno al concepto de funcionamiento anormal, 
por la omisión del deber de actuar que afecta a la Administración en ejercicio 
de sus competencias.  

 
La responsabilidad patrimonial por inactividad tiene unos contornos 

propios, dado que a los requisitos generales hay que añadir la existencia de 
una tarea especial otorgada a la Administración por el ordenamiento jurídico 
(artículo 103.1 de la Constitución) y una forma de ejercerla. La Administración, 
en esa posición institucional, tiene regulada jurídicamente su actividad en 
cuanto representa la manifestación del poder público sujeto a derecho.  

 
En los supuestos de inactividad de los poderes públicos se hace necesaria 

la delimitación correcta de la antijuridicidad. Y en dicha labor, es necesario 
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analizar la presencia de los tres elementos siguientes (dictámenes 240/2024, 
de 30 de mayo, 195/2020, de 24 de septiembre, 814/2013, de 3 de julio de 
2014, 188/2012, de 31 de mayo, o 1.201/2008, de 18 de marzo de 2009, de 
este Consejo):  

 
- La omisión de su deber legal de obrar o actuar, determinante 

de su antijuridicidad (elemento formal). 
 

- La constatación de una situación de pasividad o inercia de la 
Administración, situación que engarza la prueba con el estándar del servicio 
exigible (elemento material). 

 
- Por último, lo que la dogmática llama “contenido posible del 

deber de actuar” (elemento habilitante), para referirse a la inexistencia de 
impedimento físico-material para efectuar la actividad debida. Se trata de una 
causa justificadora cuando existen o aparecen circunstancias de la realidad 
natural o física que impiden, o no hacen conveniente tras la ponderación de 
derechos y sus consecuencias, la actuación de la Administración.  

 
 En todo caso, uno de los requisitos sine qua non condicionantes de la 
prosperabilidad de una reclamación por responsabilidad patrimonial de la 
Administración Pública es la prueba de la existencia de una relación directa, 
inmediata y exclusiva, de causa a efecto, entre el daño alegado y el 
funcionamiento del servicio público correspondiente; o como dice la expresión 
legal, de una lesión que sea “consecuencia de” los servicios públicos. Y si bien 
se ha matizado jurisprudencialmente (sentencias del Tribunal Supremo de 29 
de mayo de 1984, 11 de febrero y 19 de mayo de 1987 y 8 de octubre de 
1996) que no ha de exigirse una prueba directa y concluyente de difícil 
consecución, sí se precisa que pueda deducirse, conforme a las reglas del 
criterio racional, un enlace preciso entre uno y otro elemento.  
 

La carga de la prueba pesa sobre la parte reclamante de acuerdo con 
los viejos aforismos necessitas probandi incumbit ei qui agit y onus probandi 
incumbit actori, con el artículo 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. La 
Administración, por su parte, deberá probar los hechos que, en su caso, 
desvirtúen los alegados. Ello, sin perjuicio de que la regla pueda intensificarse 
o alterarse, según los casos, en aplicación del principio de la buena fe en su 
vertiente procesal, mediante el criterio de la facilidad, cuando hay datos de 
hecho que resultan de clara facilidad probatoria para una de las partes y de 
difícil acreditación para la otra (sentencias del Tribunal Supremo de 29 de 
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enero, 5 de febrero y 19 de febrero de 1990, y 2 de noviembre de 1992, entre 
otras). 
 

En el caso examinado, los daños reclamados son los provocados por el 
incendio al arbolado, vallado, manguera de riego, una persiana de caseta y 
leña existente en una parcela propiedad del reclamante, sin que consten daños 
a las mismas por las tareas de extinción del incendio. 

 
A la vista de los documentos que integran el expediente, no cabe apreciar 

la existencia de una relación de causalidad entre el daño alegado y el 
funcionamiento del servicio público ni, por tanto, la existencia de responsabilidad.  

 
El reclamante no ha aportado prueba que acredite una pasividad de la 

Administración, que aleje su actuación del estándar del servicio exigible. Como 
expone la propuesta, se han admitido y valorado por el instructor las pruebas 
presentadas por el interesado, reflejando la propuesta las conclusiones 
alcanzadas a la vista del conjunto de la prueba practicada que no permite 
concluir la existencia de una inactividad a la que pueda imputarse causalmente 
la producción de los daños sufridos por incumplirse los estándares exigibles al 
servicio público de prevención y extinción de incendios forestales. También se 
indica expresamente que se ha considerado improcedente la práctica de la 
prueba testifical y se señalan las razones en que se fundamenta. 

 
El informe pericial de 1 de julio de 2023 que presenta el reclamante 

tiene por objeto la valoración de los daños causados en la parcela, pero no se 
refiere en ningún momento a la insuficiencia de los medios desplegados por 
parte de la Administración para prevenir y controlar el incendio como fundamento 
de la antijuridicidad de aquellos. A este respecto, solo indica que el incendio 
causante de los daños “fue el segundo de los incendios que afectó a la Sierra 
ccc1 en el verano de 2022, originándose a causa de un rayo de una tormenta 
apenas un mes después del primero. El incendio afectó a las comarcas de xxx8 
y xxx4, así como a los Valles xxx9 y xx10. Según la estimación total del sistema 
satelital Copernicus, la superficie calcinada ascendió a 31.473,13 ha”. 

 
La afirmación vertida en el informe pericial sobre el origen del incendio 

cuenta en el expediente con el respaldo tanto de los informes técnicos de la 
Consejería, como del decreto de la Fiscalía de la Comunidad Autónoma de 10 
de marzo de 2023 por el que se archivan las diligencias de investigación penal 
16/2022 instruidas con ocasión del incendio, así como el que proporciona el 
informe de la AEMET de 3 de julio de 2023.  
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El decreto de la Fiscalía indica que “Se identifica el avance del fuego 
desde un único foco de ignición, correspondiente al punto de impacto de un 
rayo con manifestación de llama y propagación inmediata a su caída, que no 
pudo ser controlado ya desde un primer momento debido a su vertiginosa 
evolución e intensidad inicial.  

 
»El incendio se inició en lo alto de una pequeña formación 

montañosa llamada `ccc2´, con orientación sureste-noroeste y ubicada entre 
las localidades de xxx1 y xx11, a una altitud de 850 metros y en la vertiente 
norte-noreste de dicha elevación con una pendiente media del 11 % y un 
desnivel de 50 metros respecto al terreno mesetario en el que se emplaza. 

 
»El fuego se propagó en un primer momento en dos frentes 

diferenciados, el primero por la superficie de máxima cota (hacia el oeste) y el 
segundo pendiente abajo (hacia el norte noroeste). Esta dirección de 
propagación variable ya indicaba desde un primer momento las extraordinarias 
condiciones meteorológicas presentes en el incendio desde su inicio, donde se 
observan las dos columnas correspondientes a ambos frentes bajo condiciones 
de viento moderado, pero donde se intuye una inusual inestabilidad 
atmosférica, con una convección e intensidad excesivamente elevadas para la 
fase inicial del incendio y el combustible presente; evolución y comportamiento 
`Explosivo´ del fuego ya advertido tanto por los puestos de vigilancia como 
por los Agentes Medioambientales movilizados en primer lugar. 

 
»A la fuerte sequía arrastrada desde el invierno del presente año 

2022, la cual hace aumentar extraordinariamente la inflamabilidad del 
combustible forestal (en este caso jara y brezo), se sumó la situación de 
enésima ola de calor provocada por una masa de aire cálido continental 
sahariana que aumenta drásticamente la temperatura y reduce al mínimo la 
humedad relativa. El `Cóctel perfecto´ se completa el día 17 de julio, cuando 
la atmósfera sobre la zona del incendio se encuentra bajo la total influencia de 
una `Dana´, la cual, además de provocar la tormenta eléctrica que provoca el 
foco de ignición inicial, viene a aumentar la inestabilidad y velocidad del viento 
creando, además, un centro de bajas presiones acentuado por la intensidad 
calorífica del frente de llamas para formar el virulento incendio convectivo que 
durante algunos momentos del día 17 y durante la tarde del día 18 se puede 
calificar de `Explosivo´ a tenor de su velocidad y tasa de propagación. 

 
»Posteriormente, y debido a la continuidad de combustible y las 

condiciones meteorológicas críticas descritas, ambos frentes iniciales del 
incendio evolucionan en dirección noroeste (empujados por el viento de 
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componente sureste) formando un amplio frente de llamas de altísima velocidad 
de propagación e intensidad que lo hace incontenible para los medios de 
extinción”. 

 
Por su parte, el informe de la AEMET de 3 de julio de 2024 hace 

referencia, entre otros datos, al viento, que en la estación de xx12 recogen 
unas rachas máximas de 82 km/h a las 16:20 horas del 17 de julio y de 61 
km/h el 18 de julio. Por su parte la estación de xx13 recoge una racha máxima 
de 60 km/h el 18 de julio a las 19:20 horas. Por otro lado, no se ha recogido 
precipitación alguna en ninguna de dichas estaciones. 

 
Ahora bien, estos datos meteorológicos no acreditan la fuerza mayor 

exoneradora de responsabilidad que invoca la Administración en la propuesta 
de resolución. A este respecto, hay que considerar que el artículo 1.105 del 
Código Civil dispone que “Fuera de los casos expresamente mencionados en 
la ley, y de los en que así lo declare la obligación, nadie responderá de aquellos 
sucesos que no hubieran podido preverse, o que, previstos fueran inevitables”.  

 
Del mismo modo, el artículo 32.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 

de Régimen Jurídico del Sector Público establece que “Los particulares tendrán 
derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondientes, 
de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, siempre que 
la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los 
servicios públicos salvo en los casos de fuerza mayor o de daños que el 
particular tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley”.  

 
Por lo tanto, la Administración no responderá en aquellos supuestos de 

fuerza mayor, pero sí en los de caso fortuito. La fuerza mayor es una causa 
no solo irresistible, sino sobre todo extraña y ajena al funcionamiento del 
servicio. Un acontecimiento exterior o inesperado, imprevisible o irresistible; 
acontecimiento que, aparte de ser ordinariamente imprevisible y siempre 
inevitable, excede de los riesgos propios de la empresa; suceso que está fuera 
del círculo de actuación obligado, que no hubiera podido preverse o que 
previsto fuera inevitable. Por su parte, el caso fortuito es de hecho imprevisible 
o indeterminable, pero interno al funcionamiento del servicio, conectado a sus 
propios elementos intrínsecos: aquellos eventos intrínsecos, ínsitos en el 
funcionamiento de los servicios públicos.  

 
El artículo 2.1.e) del Reglamento del seguro de riesgos extraordinarios, 

aprobado por el Real Decreto 300/2004, de 20 de febrero, considera fuerza 
mayor la tempestad ciclónica atípica, conceptuada como el tiempo atmosférico 
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extremadamente adverso y riguroso producido por una serie de circunstancias, 
entre otras, por “vientos extraordinarios”, definidos como aquellos que 
presenten rachas que superen los 120 km por hora. Se entenderá por racha el 
mayor valor de la velocidad del viento, sostenida durante un intervalo de tres 
segundos”. Estos valores no se alcanzan en el supuesto planteado, por lo que 
no cabría exonerar a la Administración de una eventual responsabilidad con 
base en la existencia de fuerza mayor. 

 
En lo demás, los informes técnicos incorporados al expediente, 

mencionados en los antecedentes de hecho de este dictamen, describen la 
actuación desarrollada por la Administración para prevenir y atajar el incendio. 
Hacen referencia principalmente a los siguientes puntos: 

 
- Actuaciones preventivas desarrolladas en la zona afectada por 

el incendio, que se traducen básicamente en: repoblaciones forestales, 
desbroces, claras, clareos, podas, eliminación de restos, construcción y arreglos 
de caminos, construcción, reparación y mejora de puntos de agua, construcción 
y reparación de cerramientos ganaderos y cinegéticos, señalamientos de 
madera, o trabajos preventivos en áreas cortafuegos y en general trabajos 
silvícolas de todo tipo.  

 
- Actuaciones gestionadas desde el Servicio de Promoción Forestal 

en los municipios afectados por el incendio (xx14, xx15, xx16, xx17, xxx1, 
xx18, xx19, xx20, xx21, xx13, xx22, xxx2, xx23, xx24, xx25, xxx4 y xx26) 
concretados en la licitación de aprovechamientos maderables y leñosos, 
ayudas forestales cofinanciadas por el FEADER y destinadas a la prevención 
de daños a los bosques, de mejora en terrenos forestales con vocación 
silvopastoral, y para la redacción de planes de gestión forestal. 

 
A la adecuación de la declaración de Época de Peligro Alto 

efectuada a la normativa, se refiere también el decreto de archivo de la Fiscalía 
de 10 de marzo de 2023, que indica: 

 
“1.1. La declaración de las distintas situaciones de riesgo 

meteorológico de incendio se realiza de acuerdo a la Orden FYM/510/2013, de 
25 de junio, por la que se regula el uso del fuego y se establecen medidas 
preventivas para la lucha contra los incendios forestales en Castilla y León.  

 
»1.2. La Orden MN/745/2022, de 22 de junio, por la que 

se fija la época de peligro alto de incendios forestales en la Comunidad de 
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Castilla y León, la época de peligro alto de incendios forestales en el año 2022 
estaba comprendida entre el 27 de junio y el 30 de septiembre del 2022.  

 
»1.3. La Junta declaró alerta de riesgo de incendios 

forestales por causas meteorológicas del 10 al 15 de julio de 2022 en toda 
Comunidad. 

 
»1.4. El día 17 de julio de 2022, Castilla y León se 

encontraba en Época de Peligro Alto, encontrándose activados todos los 
medios del operativo de prevención y extinción de incendios. Además, se había 
incrementado la situación de riesgo meteorológico de incendios forestales por 
la persistencia de la ola de calor, declarando `situación de alarma´ del 16 al 
19, lo que implica la exigencia de mayores precauciones, con medidas 
preventivas y restrictivas, que la situación de alerta citada anteriormente. 

 
»Se adoptaron una serie de medidas extraordinarias 

relativas a las horas de trabajo de cuadrillas, el uso de barbacoas, ahumadores 
y cualquier otro uso del fuego, incluido el uso de maquinaria y el tránsito libre 
por los montes. Por lo anterior, se publicó dicha situación en la web de la 
Junta, notas de prensa y se comunicó al Operativo y a las personas físicas y 
jurídicas, con autorizaciones y comunicaciones vigentes. 

 
»1.5. En relación con el Plan de protección Civil ante 

emergencias por Incendios Forestales en Castilla y León (INFOCAL), los niveles 
de emergencia activados fueron: el Nivel 2 de gravedad de este incendio fue 
declarado una hora después del inicio del incendio por la Delegada Territorial 
de la Junta de Castilla y León en xxx3 con llamada al 112 a las 19 horas del 
día 17 de julio de 2022 por cortes de carreteras y vías férreas cortadas.  

 
»La Bajada a Nivel 1 se produjo a las 9 horas del día 22 

de julio de 2022, manteniendo dicho nivel porque se estima que se necesitan 
más de 12 horas para poder ser controlado el fuego. La Bajada a Nivel O se 
realizó a las 22 horas del 3 de agosto de 2022, al estimarse que el incendio 
podía controlarse con los medios asignados y no existir peligro para las personas 
ni bienes. 

 
»(…) 
 
»1.7. (…) Los medios de extinción de la Junta de Castilla 

y León despachados desde el CPM de xxx3 para el incendio forestal que nos 
ocupa fueron: 47 técnicos; 75 agentes medioambientales; 940 combatientes 
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de retenes, cuadrillas y brigadas; 206 combatientes de autobombas propias y 
convenidas; 9 combatientes de retenes de maquinaria; ·25 autobombas; 33 
cuadrillas; 9 bulldozer; 1 avión de carga de tierra y 5 helicópteros de extinción 
con cuadrilla”. 

 
- Aplicación de los protocolos INFOCAL y de despacho inicial 

indicados para las situaciones meteorológicas existentes, desde la detección 
del primer aviso de incendio por rayo en el CPM de xxx3; desplazamiento de 
medios de extinción de inmediato que acceden y actúan rápidamente; 
declaración del “Nivel 2” de gravedad a las 19:00 horas del 17 de julio, pocas 
horas después del inicio del incendio y activación del CECOPI de acuerdo con 
el Plan de Protección Civil.  

 
Se ha justificado asimismo la no declaración del nivel 3 de 

gravedad (este nivel es declarado por el Ministerio del Interior respecto de 
aquellos incendios en los que está en juego el interés nacional). 

 
- Dispositivo de extinción desplegado, recogido en el informe de 

la Sección de Incendios Forestales de xxx3, de 4 de febrero de 2026. 
 
En concreto los medios desplazados en el ataque inicial durante 

el día 17 de julio fueron los siguientes: 
 

TIPO DE MEDIO  NOMBRE INDICATIVO 
Técnicos 5 Técnicos y técnicos BIFF 
A.M./Celador 14 Agentes Medioambientales y 

Celadores 
Medios aéreos HT 3 (ZULU-2, ZULO-1 Y VICTOR-1) 
Cuadrillas Helitransportadas ELIF 5 (ELIF A Z3-T, ELIF A Z2-T, ELIF A 

V1-M, ELIF A Z1-T, ELIF A Z1-M) 
Bulldozer 5 (D-1.9 R, D.5.9, D-qqqq-1.9, D-3.9 

R, D. qqqq-2.9) 
Autobombas 8 (C-14.9, C-02.9, C-15.3, C-03.9, C-

05.9, C-08.9, C09.9, C-10.9) 
Cuadrillas de tierra 11 (N-1.9, N-3.9, ROMEO 12.9, 

ROMEO 06.9, ROMEO 04.9, ROMEO 
07.9, ROMEO 08.9, ROMEO 11.9, 
ROMEO 09.9, N-2.9, N 2.3 

Unidad de Intervención UME 5 
 



 

18 
 

Además, el resumen total de medios de extinción que intervinieron 
en el incendio, extraído del Sistema de Seguimiento de incendios forestales 
(desde el 17/07/2022 hasta el 31/08/2022): 

 
 NÚM. 

MEDIOS 
NÚM. 

INTERVENCIONES 
NÚM. 

PERSONAS 
Técnicos y técnicos BIFF 26 48 26 
Agentes Medioambientales 76 227 76 
Medios aéreos - HT 10 32 15 
Medios aéreos - ACT 3 4 3 
Medios aéreos - AA 5 12 9 
Medios aéreos - ACO 1 4 4 
Cuadrillas Helitransportadas 
-ELIF 

7 26 54 

Cuadrillas Helitransportadas 
-BRIF 

5 7 85 

Cuadrillas Terrestres 33 120 223 
Autobomba 47 114 54 
Maquinaria 15 71 30 
Unidad de intervención UME 5 100 130 
Resto Otras Administraciones 0 0 0 
Otros Medios 15 21  

TOTAL 248 786 709 
 

Sin perjuicio de las actuaciones desarrolladas, los informes técnicos 
afirman también que las condiciones meteorológicas extremas existentes, que 
en muchos casos excedieron las previsiones, provocaron un comportamiento 
convectivo que hizo que el incendio tuviese una propagación inicial vertiginosa 
y estuviese fuera de la capacidad de extinción del operativo en varios periodos 
de tiempo entre el 17 y el 18 de julio, además de imposible de contener por 
dichos medios de extinción. 

 
En definitiva, puede hablarse de un “mega incendio” en el que “su 

comportamiento hace imposible su control en las fases álgidas de su evolución, 
anulando la operatividad del dispositivo de extinción y relegándolo a la 
protección de vidas humanas como función prioritaria, la cual se realizó en 
situación límite de los protocolos de seguridad y de la integridad de sus 
componentes durante los días 17 y 18 de julio de 2022”. 
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De acuerdo con las consideraciones anteriores, no resulta acreditada 
una omisión del deber de actuar de la Administración en el ejercicio de sus 
competencias que permita establecer el nexo causal necesario entre el daño 
que se analiza y el funcionamiento del servicio público. Ello impide apreciar la 
concurrencia de los presupuestos legales para declarar la responsabilidad 
patrimonial de la Administración y conduce a desestimar la reclamación 
planteada por los daños en el arbolado y vallado de las fincas y el lucro cesante 
por la pérdida de producción de los cinco años siguientes. 

 
Por otra parte, conviene aclarar que la responsabilidad de las autoridades 

y personal al servicio de las Administraciones Públicas por el motivo analizado, 
a la que se refiere el reclamante, se exigiría por la propia Administración solo 
en el supuesto en el que se declarase la responsabilidad patrimonial de la 
Administración en los términos del artículo 36 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público conforme al cual: “1. Para 
hacer efectiva la responsabilidad patrimonial a que se refiere esta Ley, los 
particulares exigirán directamente a la Administración Pública correspondiente 
las indemnizaciones por los daños y perjuicios causados por las autoridades y 
personal a su servicio. 2. La Administración correspondiente, cuando hubiere 
indemnizado a los lesionados, exigirá de oficio en vía administrativa de sus 
autoridades y demás personal a su servicio la responsabilidad en que hubieran 
incurrido por dolo, o culpa o negligencia graves, previa instrucción del 
correspondiente procedimiento. (…)”. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. yyy1, debido a los daños y perjuicios ocasionados por el 
incendio forestal iniciado en xxx1 el 17 de julio de 2022. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 


